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Bogotá D.C., Febrero 27 de 2020 
 
Honorables Magistrados y Magistradas 
Gloria Stella Ortiz 
Presidenta 
Alberto Rojas Ríos 
Vicepresidente   
Carlos Libardo Bernal Pulido  
Diana Fajardo Rivera  
Luis Guillermo Guerrero Pérez 
Alejandro Linares Cantillo  
Antonio José Lizarazo Ocampo  
Cristina Pardo Schlesinger  
José Fernando Reyes Cuartas  
CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA (Reparto) 
E.  S.     D. 
Ciudad  
 

Ref. Intervención ciudadana 
Expediente: D13575 
Norma demandada: artículos 6, 8, 19 y 53 (parciales) de la Ley 
1996 de 2019d 
Interviniente: Juanita María Goebertus Estrada 

 
Juanita María Goebertus Estrada, identificada como aparece al pie de mi firma, actuando 
como ciudadana en ejercicio, presento la siguiente intervención ante la Honorable Corte 
Constitucional dentro del expediente de la referencia. 
 
Las demandas de inconstitucionalidad (D13575 y D13585) –acumuladas- contra los 
artículos 6, 8, 19 y 53 (parciales) de la Ley 1996 de 2019 evidencian la concepción que 
busca combatir la Ley acusada respecto a las personas con discapacidad. La Ley 1996 
en lugar de desproteger a las personas con discapacidad, busca garantizar su autonomía 
pues es contrario a la dignidad humana asumir que todas las personas con discapacidad 
no pueden expresar su voluntad, ni tienen preferencias e intereses.  
 
La ley demandada está alineada con los desarrollos internacionales en materia de 
reconocimiento de los derechos de las personas con discapacidad, en particular con el 
artículo 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
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(CDPD) que entró en vigor en mayo de 2008, y fue ratificada por Colombia en 2011. A 
pesar de las dificultades que implica el cambio de paradigma en la capacidad jurídica, 
es deber de todos entender que la situación de discapacidad no implica que las personas 
en esa condición pueden ser privadas de sus derechos. Contrario a ello, lo coherente 
con la Constitución y los instrumentos internacionales es implementar medidas para 
remover los obstáculos que evitan que las personas con discapacidad tomen sus 
propias decisiones con fundamento en sus intereses.  
 
El objetivo de esta intervención es aportar elementos que permitan dar cuenta de la 
importancia de la norma demandada para la protección de los derechos de las personas 
con discapacidad y su consecuente constitucionalidad. Para ello, este documento está 
dividido en tres secciones; en la primera, me referiré al cambio de paradigma de la 
concepción de capacidad absoluta y relativa, a la capacidad plena de las personas con 
discapacidad; en la segunda, aportaré algunos elementos que dan cuenta de la 
constitucionalidad de la norma demandada, y finalmente presentaré unas breves 
conclusiones y la respetuosa solicitud a la Corte Constitucional. 
 
1. El cambio en el paradigma de la capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad 
 

A. El régimen de capacidad en la legislación civil previo a la Ley 1996 de 2019 
 
En el Código Civil colombiano, Ley 57 de 1887, en su Título II “De los actos y 

declaraciones de voluntad”, arts. 1502 y ss., se habla sobre la capacidad que tienen las 

personas para obligarse a otras por un acto o declaración de voluntad. En primer lugar, 

en el art. 1502 del Código Civil se disponen los requisitos que debe tener una persona 

para obligarse, entre los cuales se encuentran: 1) que sea legalmente capaz; 2) que 

consienta en dicho acto o declaración y su consentimiento no adolezca de vicio; 3) que 

recaiga sobre un objeto lícito; 4) que tenga una causa lícita. 

 

El primer requisito para obligarse, que sea legalmente capaz, define lo relativo a la 

capacidad jurídica, la cual se encuentra estrechamente ligada a la voluntad o al 

consentimiento, y consiste en la aptitud de una persona para ser titular de derechos y 

obligaciones, de ejercer o exigir los primeros y contraer los segundos sin el ministerio 

o autorización de otra. A su vez, conforme al art. 1503 del Código Civil, la capacidad 

jurídica de toda persona se presume, salvo aquellas en donde la ley señale 
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expresamente lo contrario: Toda persona es legalmente capaz, excepto aquellas que la 

ley declare incapaces, lo cual se complementa con el artículo 1504 del mismo código, en 

donde se manifiesta que la plena capacidad civil la tienen los mayores de edad. 

 

No obstante, y como se mencionó, la ley señalaba excepciones a la capacidad de las 

personas, que de acuerdo al Código Civil en su art. 1504 (modificado por la Ley 1996) 

se clasifican en incapacidades absolutas y relativas: 

 

Son absolutamente incapaces los dementes, los impúberes y sordomudos, que no 

puedan darse a entender. 

Sus actos no producen ni aún obligaciones naturales, y no admiten caución. 

 

Son también incapaces los menores adultos que no han obtenido habilitación de 

edad y los disipadores que se hallen bajo interdicción. Pero la incapacidad de 

estas personas no es absoluta y sus actos pueden tener valor en ciertas 

circunstancias y bajo ciertos respectos determinados por las leyes. 

 

Además de estas incapacidades hay otras particulares que consisten en la 

prohibición que la ley ha impuesto a ciertas personas para ejecutar ciertos actos. 

 

En ese orden de ideas, en ese modelo los incapaces relativos, a diferencia de los 

absolutos, pueden ejercer algunos actos jurídicos por sí mismos y, por tanto, en dichas 

circunstancias podrán obligarse sin la autorización de otra. A su vez, otra diferencia 

relevante, conforme a los artículos 1504 y 1527 del Código Civil, es que los actos de los 

incapaces absolutos no producen obligaciones mientras que los de los relativos 

producen una obligación natural, las cuales se entienden como: (…) las que no confieren 

derecho para exigir su cumplimiento, pero que cumplidas autorizan para retener lo que 

se ha dado o pagado, en razón de ellas. 

 

Que el Código Civil disponga que la ley será quien declare la incapacidad de una persona 

y que sea posible la interdicción, entendidas como la imposibilidad de obligarse por sí 

misma, sin el ministerio o la autorización de otra, es en palabras de Foucault: 
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(…) la desfalleciente voluntad del enfermo sustituida por la voluntad abusiva de 

un tercero que utiliza sus derechos (…), en otras palabras, otro lo ha sustituido 

como sujeto de derecho. Para evitar esta alienación de hecho, el derecho ha 

previsto la Interdicción (…), alienación de derecho, que transmite a otro 

legalmente designado los derechos que el enfermo ya no puede ejercer (…)1 

 

Como bien lo dice Foucault lo anterior se conoce jurídicamente bajo la figura de la 

interdicción, la cual se encontró, en una primera instancia, regulada en el 

artículo 649 del Código de Procedimiento Civil y siguientes, para finalmente regular su 

procedimiento en los artículos 577 y 586 del Código General del Proceso, y es un 

proceso de jurisdicción voluntaria que busca la declaración de un estado de incapacidad 

de una persona que no posee las capacidades mentales suficientes para ejercer 

derechos y adquirir obligaciones.  

 

Conforme al Código General del Proceso es posible declarar la incapacidad de una 

persona para tomar decisiones mediante una demanda de interdicción presentada por 

un abogado titulado ante un Juez de Familia, la cual debe acompañarse de un certificado 

expedido por un médico psiquiatra o neurólogo sobre el estado de salud del presunto 

interdicto, sin que se requiera la comprobación del interés del demandante para 

iniciar el proceso, y en donde el juez a cargo emplazara a quienes tuviesen derecho al 

ejercicio de la guarda, como también, ordenara el dictamen médico neurológico o 

psiquiátrico sobre el estado del paciente. 

 
Como se puede ver el proceso de interdicción judicial es una figura jurídica de vieja data 
que tiene como fuente normativa el Código de Procedimiento Civil, un código que fue 
derogado y al que se le modificaron varias de sus disposiciones por ser consideradas 
obsoletas y contrarias a los derechos. Por último, respecto al trámite procesal, la 
persona a ser declarada interdicta no tiene participación en el proceso, pues 
únicamente se requiere certificado médico sobre la capacidad mental; y, además, el 
proceso le otorga considerables facultades oficiosas al juez, sin ningún tipo de apoyo 
interdisciplinar que le permitan tener las herramientas de análisis suficiente para 
alcanzar una decisión que proteja los derechos de la persona que se quiere declarar 
interdicta.   

                                                        
1 Michel Foucault “Enfermedad mental y personalidad” Editorial Paidos. Buenos Aires. 2008. 
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B. El modelo de capacidad plena y apoyos para la decisión  

 
La discapacidad ha sido asumida como una condición intrínseca a la persona y debe ser 
tratada con el fin de acercarse a un estándar de “normalidad”. Esto ha implicado, por 
una parte, el aislamiento y la discriminación de las personas con discapacidad y por 
otra, una aproximación paternalista hacia las personas con discapacidad. El cambio en 
esta visión se conoce como el modelo social de la discapacidad, que en lugar de asumirla 
como algo inherente, “plantea que es un concepto que evoluciona, y que resulta de la 
interacción entre las características funcionales de una persona, y las barreras que esta 
encuentra en su entorno.”2 
 
A partir del modelo social las obligaciones del Estado frente a las personas con 
discapacidad cambian; en lugar de implementar medidas paternalistas, como la 
sustitución del consentimiento, el Estado debe promover los ajustes necesarios para 
que las personas con discapacidad puedan desenvolverse en condiciones de igualdad y 
con el menor número de barreras posibles.  
 
El modelo social es el que inspira la CDPD y ha sido reconocido por la Corte 
Constitucional como la aproximación que fundamenta la protección a las personas con 
discapacidad en Colombia. A saber, ha señalado que: 
 

…la protección de los derechos humanos de las personas que se encuentran en 
alguna circunstancia de discapacidad se aborda en la actualidad desde el modelo 
social, esto es, la discapacidad entendida como una realidad, no como una 
enfermedad que requiere ser superada a toda costa, en otras palabras, se asume 
desde el punto de vista de la diversidad, de aceptar la diferencia. Este modelo 
tiene una visión amplia, pues (i) supera un primer modelo centrado en la caridad 
y el asistencialismo y, (ii) además, parte de que no sólo debe abordarse la 
discapacidad desde el punto de vista médico o de rehabilitación sino que se centra 
en el aprovechamiento de todas las potencialidades que tienen los seres humanos, 
independientemente del tipo de discapacidades que tengan 

 
En este marco, los ajustes razonables son fundamentales, pues se refieren a las medidas 
necesarias para eliminar los obstáculos que las personas con discapacidad enfrentan, 
por ejemplo, intérpretes para las personas sordas. Bajo los presupuestos del modelo 
social de la discapacidad y la obligación del Estado de establecer ajustes razonables,  la 

                                                        
2 Informe de ponencia para segundo debate. Pp. 5 
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visión de la capacidad legal de las personas con discapacidad también cambia. En lugar 
de presumir que las personas con discapacidad son incapaces, el modelo social 
contempla que los ajustes razonables para esta situación se traducen en apoyos para 
que las personas con discapacidad expresen su voluntad y tomen decisiones. 
 
Los sistemas de apoyo deben ser individualizados y son (i) centrados en las personas, 
(ii) basados en un diálogo entre el receptor y quien da el apoyo; (iii) orientados a 
promover la inclusión y la igualdad de la persona que los recibe; y (iv) basados en 
información, es decir conformes a la valoración que se hace a cada persona. No es 
posible establecer categorías amplias y fijas para definir grados de capacidad mental y 
derivar de ellas la capacidad jurídica, pues como mostraré más adelante, son conceptos 
independientes que requieren de valoraciones particulares.  
 
Los apoyos se clasifican de acuerdo a la intensidad que se determina teniendo en cuenta 
las necesidades de las personas y pueden ser3: 
 

1. Intermitentes: son aquellos que se proporcionan cuando son necesitados por la 
persona. Esto significa que no siempre son necesarios o en su caso, cuando sólo 
sean necesarios durante periodos cortos que coinciden con las transiciones de la 
vida, dichos apoyos pueden ser a su vez, de intensidad alta o baja. 
2. Limitados: esta intensidad de apoyo se caracteriza por su consistencia en el 
tiempo, por un periodo limitado, pero no intermitente. Tal apoyo puede insumir 
un costo inferior y menos personal que otros niveles más intensos de apoyos. 
Ejemplo de ello sería el entrenamiento del individuo en un puesto de trabajo por 
tiempo limitado. 
3. Extensos: se definen por la implicación continua y regular (por ejemplo, cada 
día), en relación con algunos entornos y sin límites de tiempo. Ejemplo de ello, el 
apoyo a largo plazo en el trabajo. 
4. Generalizados: la constancia y alta intensidad son las que caracterizan este 
tipo de apoyos. Se proporcionan en distintos entornos y son potencialmente para 
toda la vida. Normalmente son más intrusivos y requieren de mayor cantidad de 
personal que las otras intensidades de apoyos. 

 
Los sistemas de apoyo pueden combinarse entre las distintas categorías, dependiendo 
de la identificación de las áreas de apoyo y la intensidad necesaria en cada una. 
 

                                                        
3 Disponible en: https://www.zonadesentidos.com/blog/que-son-los-apoyos-que-implicaciones-
tienen-para-las-personas-con-discapacidad-intelectual/ 
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2. Constitucionalidad del modelo de capacidad plena de las personas con 
discapacidad 
 

A. La autonomía como fundamento del modelo propuesto en la Ley 1996 de 2019 
 

El presupuesto del modelo de capacidad plena de las personas con discapacidad es la 
dignidad humana con fuerte énfasis en la autonomía individual entendida como la 
“posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse según sus características” (T-
099 de 2015 M.P Gloria Ortiz). La autonomía es un elemento inherente a las personas 
pues es la base sobre la cual cada individuo toma las decisiones que le permiten 
conducir su vida, tanto en el ámbito privado, como en su interacción en comunidad 
 
La autonomía ha sido reconocida a su vez, como un derecho protegido por el 
ordenamiento constitucional y, por tanto, cualquier limitación debe atender a una 
ponderación que no pierda de vista su rango constitucional. Al respecto la Corte 
Constitucional ha señalado que (C-336 de 2008 M.P Clara Inés Vargas): 
 

[E]ste derecho de opción comporta la libertad e independencia del individuo para 
gobernar su propia existencia y para diseñar un modelo de personalidad 
conforme a los dictados de su conciencia, con la única limitante de no causar un 
perjuicio social. Se configura una vulneración del derecho al libre desarrollo de 
la personalidad cuando a la persona se le impide, de forma arbitraria, alcanzar o 
perseguir aspiraciones legítimas de vida o valorar y escoger libremente las 
circunstancias que dan sentido a su existencia. Así, para que una limitación al 
derecho individual al libre desarrollo de la personalidad sea legítima y, por lo 
mismo no arbitraria, se requiere que goce de un fundamento jurídico 
constitucional. No basta que el derecho de otras personas o la facultad de la 
autoridad se basen en normas jurídicas válidas, sino que en la necesaria 
ponderación valorativa se respete la jerarquía constitucional del derecho 
fundamental mencionado 

 
El reconocimiento de la autonomía como un aspecto propio de las personas está 
necesariamente ligado al reconocimiento de la capacidad jurídica que no se reduce 
únicamente a la capacidad de la persona humana a ingresar al tráfico jurídico y ser titular 
de derechos y obligaciones sino que comprende, además, la posibilidad de que todo ser 
humano posea, por el simple hecho de existir e independientemente de su condición, 
determinados atributos que constituyen la esencia de su personalidad jurídica e 
individualidad como sujeto de derecho. (C-243 de 2001 M.P Rodrigo Escobar). Por tanto, 
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para lograr gobernar su propia existencia y para diseñar un modelo de personalidad 
conforme a los dictados de su conciencia (C-336 de 2008 M.P Clara Inés Vargas) es 
necesario que se reconozca la personalidad jurídica y la consecuente capacidad jurídica. 
Es claro que la Corte Constitucional de manera reiterada ha protegido el derecho a la 
autonomía personal, por eso garantizar ese derecho a las personas con discapacidad es 
el paso coherente de acuerdo a la jurisprudencia.  
 
En virtud de lo anterior, una limitación a la autonomía personal que se fundamenta en 
una aproximación paternalista y decimonónica no es coherente con los principios 
constitucionales de dignidad humana, igualdad, y libre desarrollo de la personalidad. 
Así, mantener un régimen que atenta contra la autonomía al negar la personalidad 
jurídica a las personas con discapacidad, en lugar de ofrecer medidas menos lesivas 
opta por la que anula el derecho (la interdicción) y, en consecuencia, no supera bajo 
ninguna óptica el elemento de necesidad de un juicio de proporcionalidad. En lugar de 
permitir la privación de la capacidad jurídica de las personas, un Estado moderno debe 
ofrecer los mecanismos necesarios de apoyo y ajustes para que todas las personas, sin 
distinción alguna puedan desarrollar su proyecto de vida. 
 

B. Las personas con discapacidad como sujetos de especial protección 
constitucional y su derecho a la capacidad jurídica 

 
El marco de protección y garantía de los derechos previsto en la Constitución de 1991 
establece, de acuerdo a los artículos 13 y 47, que las personas con discapacidad son 
sujetos de especial protección constitucional. Conforme a la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional,  
 

[l]a categoría de sujeto de especial protección constitucional, según ha definido 
esta Corporación, se constituye por aquellas personas que debido a su condición 
física, psicológica o social particular merecen una acción positiva estatal para 
efectos de lograr una igualdad real y efectiva. Así, ha considerado que entre los 
grupos de especial protección constitucional se encuentran: los niños, los 
adolescentes, los ancianos, los disminuidos físicos, síquicos y sensoriales, las 
mujeres cabeza de familia, las personas desplazadas por la violencia y aquellas 
que se encuentran en extrema pobreza. 4  
 

                                                        
4 Corte Constitucional. Sentencia T-014 de 2012 M.P Juan Carlos Henao 



  
 
 
 
 
 

 
Carrera 7 # 8-68, Edificio Nuevo del Congreso 

Oficinas 527B- 537B 

Teléfono: 4325100 - Extensiones: 3809- 3810- 3811 

juanitag@juanitaenelcongreso.com 

www.juanitaenelcongreso.com 

 

Si bien las expresiones para reconocer y referirse a las personas con discapacidad han 
evolucionado, se mantiene la idea de que en nuestro ordenamiento son titulares de una 
protección reforzada por parte del Estado. 
 
Como se señaló anteriormente, la protección que debe ofrecer el Estado a las personas 
con discapacidad se requiere con el fin de garantizar la igualdad efectiva, es decir, para 
evitar exclusiones y discriminaciones en su relacionamiento con el entorno y en el 
disfrute de otros derechos. La aproximación a la protección de las personas con 
discapacidad se dirige a la plena realización del individuo, no a su limitación mediante 
visiones asistencialistas y paternalistas.  La igualdad efectiva de las personas con 
discapacidad exige que puedan expresar su voluntad y tomar decisiones con efectos 
jurídicos, por tanto, no puede desligarse la especial protección constitucional de la 
autonomía y, en consecuencia, de la protección a la capacidad jurídica.  
 
La especial protección constitucional de las personas con discapacidad, entendida como 
la garantía para lograr su igualdad efectiva, solo puede lograrse si son reconocidos y 
respetados como individuos que gozan de autonomía para tomar sus decisiones, a pesar 
de las limitaciones que puedan tener, y, en virtud de ello, deben gozar del derecho a la 
capacidad jurídica. 
 

C. El derecho a la capacidad jurídica de las personas con discapacidad 
 
El derecho a la capacidad jurídica de las personas con discapacidad debe garantizarse 
en concordancia con los contenidos de la Convención Sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, en tanto hace parte del bloque de constitucionalidad y 
complementa los dispuesto en el texto de la Constitución, en particular en los artículos 
13 y 14.  Así, la Convención en el artículo 12 reconoce el derecho a la capacidad jurídica 
de las personas con discapacidad en los siguientes términos, in extenso: 
 
Artículo 12 Igual reconocimiento como persona ante la ley: 
 

1. Los Estados Partes reafirman que las personas con discapacidad tienen derecho 
en todas partes al reconocimiento de su personalidad jurídica.  
 

2. Los Estados Partes reconocerán que las personas con discapacidad tienen 
capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en todos los 
aspectos de la vida.  
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3. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar acceso 
a las personas con discapacidad al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio de 
su capacidad jurídica.  
 

4. Los Estados Partes asegurarán que en todas las medidas relativas al ejercicio de 
la capacidad jurídica se proporcionen salvaguardias adecuadas y efectivas para 
impedir los abusos de conformidad con el derecho internacional en materia de 
derechos humanos. Esas salvaguardias asegurarán que las medidas relativas al 
ejercicio de la capacidad jurídica respeten los derechos, la voluntad y las 
preferencias de la persona, que no haya conflicto de intereses ni influencia 
indebida, que sean proporcionales y adaptadas a las circunstancias de la 
persona, que se apliquen en el plazo más corto posible y que estén sujetas a 
exámenes periódicos por parte de una autoridad o un órgano judicial 
competente, independiente e imparcial. Las salvaguardias serán proporcionales 
al grado en que dichas medidas afecten a los derechos e intereses de las 
personas.  
 

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados Partes tomarán 
todas las medidas que sean pertinentes y efectivas para garantizar el derecho de 
las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a ser 
propietarias y heredar bienes, controlar sus propios asuntos económicos y tener 
acceso en igualdad de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras 
modalidades de crédito financiero, y velarán por que las personas con 
discapacidad no sean privadas de sus bienes de manera arbitraria. 

 
Con el fin de darle alcance y precisar el contenido del artículo 12, el Comité sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad hizo la Observación General 1; en ella se 
señala que el modelo de la discapacidad basado en los derechos humanos implica pasar 
del paradigma de la adopción de decisiones sustitutiva a otro que se base en el apoyo para 
tomarlas5: así, la interpretación del artículo 12, con el fin de garantizar que las personas 
con discapacidad pueden tomar sus propias decisiones y actuar en nombre propio, debe 
interpretarse conforme a los principios de respeto de la dignidad inherente, la 
autonomía individual, incluida la libertad de tomar las propias decisiones, y la 
independencia de las personas; la no discriminación; la participación e inclusión plenas y 
efectivas en la sociedad; el respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con 
discapacidad como parte de la diversidad y la condición humanas; la igualdad de 

                                                        
5 Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Observación General 1, artículo 12. 
2014. Pp. 1 
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oportunidades; la accesibilidad; la igualdad entre el hombre y la mujer; y el respeto a la 
evolución de las facultades de los niños y las niñas con discapacidad y de su derecho a 
preservar su identidad.6 
 
De la Observación General se desprende una distinción fundamental que no puede 
perderse de vista al momento de establecer medidas  para proteger a las personas con 
discapacidad. Señala el Comité que la capacidad mental es diferente a la capacidad 
jurídica, mientras que la última [e]s la clave para acceder a una participación verdadera 
en la sociedad. La capacidad mental se refiere a la aptitud de una persona para adoptar 
decisiones, que naturalmente varía de una persona a otra y puede ser diferente para una 
persona determinada en función de muchos factores, entre ellos factores ambientales y 
sociales. Por lo tanto, al ser conceptos diferentes, la capacidad jurídica no puede ser 
limitada únicamente por las apreciaciones y prejuicios respecto a la capacidad mental 
de las personas. 
 
Por otra parte, el artículo 12 también se refiere a las obligaciones de garantía por parte 
de los Estados respecto al derecho de las personas con discapacidad a la capacidad legal. 
Al respecto, el Comité afirma que [l]os Estados partes no deben negar a las personas con 
discapacidad su capacidad jurídica, sino que deben proporcionarles acceso al apoyo que 
necesiten para tomar decisiones que tengan efectos jurídicos; así, tanto los apoyos que se 
brinden para la toma de decisiones, como las salvaguardas para la protección de las 
personas deben respetar sus preferencias y su voluntad. 
 
La aplicación armónica de las normas de la Constitución y de los instrumentos 
internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad permiten afirmar que 
las personas con discapacidad gozan del derecho a la capacidad legal en igualdad de 
condiciones a las demás personas; asimismo, el Estado tiene la obligación correlativa 
de garantizar que las personas con discapacidad puedan tomar decisiones y expresar 
su voluntad, y no implementar medidas que supriman el ejercicio de los derechos de las 
personas con discapacidad a partir de presunciones sobre su capacidad mental. El 
marco jurídico vigente lleva a concluir que las medidas que promuevan los sistemas de 
apoyo para la toma de decisiones por parte de las personas con discapacidad se ajustan 
a la constitución.  
 

D. La Ley 1996 de 2019 como desarrollo normativo del bloque de 
constitucionalidad en materia de protección del derecho a la capacidad legal de 
las personas con discapacidad 

                                                        
6 Ídem. 
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Considerando el marco internacional, la Ley 1996 de 2019 es el desarrollo legislativo 
necesario para aplicar los contenidos de la CDPD en materia de capacidad legal acorde 
con un enfoque de derechos humanos. Lejos de desproteger a las personas con 
discapacidad, la Ley 1996 ofrece garantías para que las personas con discapacidad 
expresen y vivan según su voluntad mediante sistemas de apoyos para la toma de 
decisiones. Los apoyos y las salvaguardas, precisa la ley, deben estar acorde a las 
necesidades de cada persona y dependen exclusivamente de las valoraciones que haga 
el personal experto sobre la intensidad de los apoyos que requieren. 
 
La Ley 1996 de 2019 establece dos mecanismos de apoyo: los acuerdos de apoyo y la 
adjudicación judicial de apoyo. Ambos mecanismos acompañados de una herramienta 
que ha venido desarrollándose en los últimos años en Colombia: las directivas anticipadas. 
Los distintos mecanismos de apoyo establecidos en el presente proyecto de ley buscan 
ofrecer una amplia gama de posibilidades para que las personas con discapacidad puedan 
utilizar los apoyos que requieran, según sus necesidades, sin desconocer la pluralidad de 
necesidades de apoyo dentro de la comunidad.7 A su vez, las medidas propuestas en la 
Ley no pierden de vista que las personas con discapacidad son, ante todo, personas con 
sueños, esperanza y preferencias propias, y cuyo proyecto de vida debe girar en torno a 
esos sueños y esperanzas, como sucede con cualquier otra persona.8 
 
La Ley 1996 de 2019 desarrolla en su articulado los mandatos del artículo 12: 
 

                                                        
7 Informe de ponencia para segundo debate. Pp. 2.  
8 Ídem.  
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Mandato del artículo 12 Artículos de la Ley 1996 

1. Los Estados Partes reafirman 
que las personas con 
discapacidad tienen derecho 
en todas partes al 
reconocimiento de su 
personalidad jurídica.  

ARTÍCULO 6o. PRESUNCIÓN DE CAPACIDAD. Todas las personas con discapacidad son sujetos de derecho y obligaciones, y tienen 
capacidad legal en igualdad de condiciones, sin distinción alguna e independientemente de si usan o no apoyos para la realización 
de actos jurídicos. 
 
En ningún caso la existencia de una discapacidad podrá ser motivo para la restricción de la capacidad de ejercicio de una persona. 
 
La presunción aplicará también para el ejercicio de los derechos laborales de las personas con discapacidad, protegiendo su 
vinculación e inclusión laboral. 
 
PARÁGRAFO. El reconocimiento de la capacidad legal plena previsto en el presente artículo aplicará, para las personas bajo medidas 
de interdicción o inhabilitación anteriores a la promulgación de la presente ley, una vez se hayan surtido los trámites señalados en 
el artículo 56 de la misma. 

2. Los Estados Partes 
reconocerán que las personas 
con discapacidad tienen 
capacidad jurídica en igualdad 
de condiciones con las demás 
en todos los aspectos de la 
vida.  

3. Los Estados Partes adoptarán 
las medidas pertinentes para 
proporcionar acceso a las 
personas con discapacidad al 
apoyo que puedan necesitar en 
el ejercicio de su capacidad 
jurídica.  

ARTÍCULO 8o. AJUSTES RAZONABLES EN EL EJERCICIO DE LA CAPACIDAD LEGAL. Todas las personas con discapacidad, mayores 
de edad, tienen derecho a realizar actos jurídicos de manera independiente y a contar con las modificaciones y adaptaciones 
necesarias para realizar los mismos. La capacidad de realizar actos jurídicos de manera independiente se presume. 
 
La necesidad de ajustes razonables para la comunicación y comprensión de la información, no desestima la presunción de la 
capacidad para realizar actos jurídicos de manera independiente. 
 
ARTÍCULO 9o. MECANISMOS PARA ESTABLECER APOYOS PARA LA REALIZACIÓN DE ACTOS JURÍDICOS. Todas las personas con 
discapacidad, mayores de edad, tienen derecho a realizar actos jurídicos de manera independiente y a contar con apoyos para la 
realización de los mismos. 
 
Los apoyos para la realización de actos jurídicos podrán ser establecidos por medio de dos mecanismos: 
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1. A través de la celebración de un acuerdo de apoyos entre la persona titular del acto jurídico y las personas naturales mayores de 
edad o personas jurídicas que prestarán apoyo en la celebración del mismo; 
 
2. A través de un proceso de jurisdicción voluntaria o verbal sumario, según sea el caso, para la designación de apoyos, denominado 
proceso de adjudicación judicial de apoyos. 
 
ARTÍCULO 10. DETERMINACIÓN DE LOS APOYOS. La naturaleza de los apoyos que la persona titular del acto jurídico desee utilizar 
podrá establecerse mediante la declaración de voluntad de la persona sobre sus necesidades de apoyo o a través de la realización 
de una valoración de apoyos. 
 
Ir al inicio 
ARTÍCULO 11. VALORACIÓN DE APOYOS. La valoración de apoyos podrá ser realizada por entes públicos o privados, siempre y 
cuando sigan los lineamientos y protocolos establecidos para este fin por el ente rector de la Política Nacional de Discapacidad. 
Cualquier persona podrá solicitar de manera gratuita el servicio de valoración de apoyos ante los entes públicos que presten dicho 
servicio. En todo caso, el servicio de valoración de apoyos deberán prestarlo, como mínimo, la Defensoría del Pueblo, la Personería, 
los entes territoriales a través de las gobernaciones y de las alcaldías en el caso de los distritos. 
 
Los entes públicos o privados solo serán responsables de prestar los servicios de valoración de apoyos, y no serán responsables de 
proveer los apoyos derivados de la valoración, ni deberán considerarse responsables por las decisiones que las personas tomen, a 
partir de la o las valoraciones realizadas. 
 
ARTÍCULO 12. LINEAMIENTOS Y PROTOCOLOS PARA LA REALIZACIÓN DE VALORACIÓN DE APOYOS. El Gobierno nacional, a través 
del ente rector del Sistema Nacional de Discapacidad, en un plazo no superior a un (1) año contado a partir de la promulgación de 
la presente ley, y previo concepto del Consejo Nacional de Discapacidad, expedirá los lineamientos y el protocolo nacional para la 
realización de la valoración de apoyos, referida en el artículo 11, los cuales deben actualizarse periódicamente. Adicionalmente, 
aprobará y ejecutará un plan de capacitación sobre los mismos, previo concepto del Consejo Nacional de Discapacidad, dirigido a las 
entidades públicas encargadas de realizar valoraciones de apoyos. 
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PARÁGRAFO. Para la construcción de estos lineamientos se contará con la participación de las entidades a las que se refiere el 
artículo 11 de la presente ley y se garantizará la participación de las organizaciones de y para personas con discapacidad. 
 
ARTÍCULO 13. REGLAMENTACIÓN DE LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE VALORACIÓN DE APOYOS. El ente rector del Sistema 
Nacional de Discapacidad, en un plazo no superior a dieciocho (18) meses contados a partir de la promulgación de la presente ley, 
y previo concepto del Consejo Nacional de Discapacidad, reglamentará la prestación de servicios de valoración de apoyos que 
realicen las entidades públicas y privadas. 
 
La elaboración de la reglamentación deberá contar con la participación de las entidades públicas que prestarán los servicios de 
valoración, así como de las organizaciones de y para personas con discapacidad. 
 
ARTÍCULO 14. DEFENSOR PERSONAL. En los casos en que la persona con discapacidad necesite apoyos, pero no tenga personas de 
confianza a quién designar con este fin, el juez de familia designará un defensor personal, de la Defensoría del Pueblo, que preste los 
apoyos requeridos para la realización de los actos jurídicos que designe el titular. 

4. Los Estados Partes asegurarán 
que en todas las medidas 
relativas al ejercicio de la 
capacidad jurídica se 
proporcionen salvaguardias 
adecuadas y efectivas para 
impedir los abusos de 
conformidad con el derecho 
internacional en materia de 
derechos humanos. Esas 
salvaguardias asegurarán que 
las medidas relativas al 
ejercicio de la capacidad 
jurídica respeten los derechos, 
la voluntad y las preferencias 

ARTÍCULO 4o. PRINCIPIOS. Los siguientes principios guiarán la aplicación y la interpretación de la presente ley, en concordancia 
con los demás principios establecidos en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, con el fin de garantizar 
la efectiva realización del derecho a la capacidad legal de las personas con discapacidad. 
(…) 
3. Primacía de la voluntad y preferencias de la persona titular del acto jurídico. Los apoyos utilizados para celebrar un acto jurídico 
deberán siempre responder a la voluntad y preferencias de la persona titular del mismo. En los casos en los que, aun después de 
haber agotado todos los ajustes razonables disponibles, no sea posible establecer la voluntad y preferencias de la persona de forma 
inequívoca, se usará el criterio de la mejor interpretación de la voluntad, el cual se establecerá con base en la trayectoria de vida de 
la persona, previas manifestaciones de la voluntad y preferencias en otros contextos, información con la que cuenten personas de 
confianza, la consideración de sus preferencias, gustos e historia conocida, nuevas tecnologías disponibles en el tiempo, y cualquier 
otra consideración pertinente para el caso concreto. 
 
ARTÍCULO 5o. CRITERIOS PARA ESTABLECER SALVAGUARDIAS. Las salvaguardias son todas aquellas medidas adecuadas y 
efectivas relativas al ejercicio de la capacidad legal, usadas para impedir abusos y garantizar la primacía de la voluntad y preferencias 
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de la persona, que no haya 
conflicto de intereses ni 
influencia indebida, que sean 
proporcionales y adaptadas a 
las circunstancias de la 
persona, que se apliquen en el 
plazo más corto posible y que 
estén sujetas a exámenes 
periódicos por parte de una 
autoridad o un órgano judicial 
competente, independiente e 
imparcial. Las salvaguardias 
serán proporcionales al grado 
en que dichas medidas afecten 
a los derechos e intereses de 
las personas.  

de la persona titular del acto jurídico, de conformidad con el derecho internacional en materia de derechos humanos. Todas estas 
deberán regirse por los siguientes criterios: 
 
1. Necesidad. Habrá lugar a los apoyos solo en los casos en que la persona titular del acto jurídico los solicite o, en los que, aun 
después de haber agotado todos los ajustes razonables disponibles y medidas de apoyo, no sea posible establecer de forma 
inequívoca la voluntad y preferencias de la persona titular del acto jurídico. 
 
2. Correspondencia. Los apoyos que se presten para tomar decisiones deben corresponder a las circunstancias específicas de cada 
persona. 
 
3. Duración. Los apoyos utilizados para celebrar un determinado acto jurídico deberán ser instituidos por períodos de tiempo 
definidos y podrán ser prorrogados dependiendo de las necesidades de la persona titular del mismo. Ningún apoyo podrá 
establecerse por períodos superiores a los establecidos en la presente ley. 
 

5. Imparcialidad. La persona o personas que presten apoyo para la realización de actos jurídicos deben, en el ejercicio de sus 
funciones como apoyo, obrar de manera ecuánime en relación con dichos actos. Ello implica, entre otras cosas, que las 
personas que prestan apoyo deben actuar en congruencia con lo establecido en el numeral 2 del artículo 4o de la presente 
ley, respetando siempre la voluntad y preferencias de la persona titular del acto jurídico, con independencia de si quien 
presta apoyo considera que debería actuar de otra manera, respetando también el derecho a tomar riesgos y cometer 
errores. Así mismo, las personas que prestan el apoyo no podrán influenciar indebidamente la decisión. Se considera que 
hay influencia indebida cuando la calidad de la interacción entre la persona que presta el apoyo y la que lo recibe presenta 
señales de miedo, agresión, amenaza, engaño o manipulación. 

 
Adicionalmente, para evitar que la consolidaciones de los actos jurídicos vulneren los derechos de las personas con discapacidad 
que no han establecido apoyos, la Ley establece: 
 
ARTÍCULO 19. ACUERDOS DE APOYO COMO REQUISITO DE VALIDEZ PARA LA REALIZACIÓN DE ACTOS JURÍDICOS. La persona 
titular del acto jurídico que cuente con un acuerdo de apoyos vigente para la celebración de determinados actos jurídicos, deberá 
utilizarlos, al momento de la celebración de dichos actos jurídicos, como requisito de validez de los mismos. 
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En consecuencia, si la persona titular del acto jurídico lleva a cabo los actos jurídicos especificados por el acuerdo de apoyos, sin 
hacer uso de los apoyos allí estipulados, ello será causal de nulidad relativa, conforme a las reglas generales del régimen civil. 
 
PARÁGRAFO. Lo dispuesto en el presente artículo no puede interpretarse como una obligación para la persona titular del acto 
jurídico, de actuar de acuerdo al criterio de la persona o personas que prestan el apoyo. En concordancia con lo establecido en el 
numeral 3 del artículo 4o de la presente ley, los apoyos deben respetar siempre la voluntad y preferencias de la persona titular del 
acto jurídico, así como su derecho a tomar riesgos y a cometer errores. 

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en 
el presente artículo, los 
Estados Partes tomarán todas 
las medidas que sean 
pertinentes y efectivas para 
garantizar el derecho de las 
personas con discapacidad, en 
igualdad de condiciones con 
las demás, a ser propietarias y 
heredar bienes, controlar sus 
propios asuntos económicos y 
tener acceso en igualdad de 
condiciones a préstamos 
bancarios, hipotecas y otras 
modalidades de crédito 
financiero, y velarán por que 
las personas con discapacidad 
no sean privadas de sus bienes 
de manera arbitraria. 

ARTÍCULO 53. PROHIBICIÓN DE INTERDICCIÓN. Queda prohibido iniciar procesos de interdicción o inhabilitación, o solicitar la 
sentencia de interdicción o inhabilitación para dar inicio a cualquier trámite público o privado a partir de la promulgación de la 
presente ley. 
 
 
 
 
 
 
nota: El proceso de interdicción era el que imposibilitaba que las personas con discapacidad fuera propietarias y herederas de 
bienes, controlaran sus propios asuntos económicos y tuvieran acceso en igualdad de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas 
y otras modalidades de crédito financiero.  
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Como se observa, los contenidos de la Ley -en particular los artículos que son el centro 
del nuevo modelo de la capacidad legal- son acordes a los estándares internacionales 
en la materia. Además, en tanto Colombia es parte de la CDPD, está obligada a adoptar 
las medidas legislativas para garantizar los derechos en ella reconocidos; el artículo 4 
dispone: 
 

Artículo 4. Obligaciones generales  
 

1. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio 
de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas 
con discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal 
fin, los Estados Partes se comprometen a:  

 
a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole 
que sean pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la 
presente Convención;  
 
b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, 
para modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas 
existentes que constituyan discriminación contra las personas con 
discapacidad;  
 
(negrillas propias) 

 
 (…) 
 

E. Constitucionalidad de los artículos demandados 
 
Los artículos demandados, 6, 8, 19 y 53, son elementos fundamentales de la Ley 1996 y 
por tanto, sin ellos la protección del derecho a la capacidad legal de las personas con 
discapacidad se queda sin sustento. 
 
Los demandantes coinciden en señalar que la Ley 1996 de 2019 elimina la protección 
de las personas con discapacidad al eliminar el proceso de interdicción que, a su juicio, 
es el mecanismo adecuado para proteger a las personas con discapacidad; 
adicionalmente, señalan que la Ley no establece salvaguarda alguna. Asimismo, señalan 
que la eliminación de la interdicción no supera el juicio de proporcionalidad. 
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Los argumentos de los demandantes adolecen de varios problemas: (i) desconocen el 
contenido íntegro de la Convención Sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad y su interpretación sistemática; (ii) asumen un significado equivocado de 
la categoría de sujetos de especial protección constitucional; y (iii) aplican de manera 
inadecuada el juicio de proporcionalidad. 
  
En primer lugar, el presupuesto de partida de los demandantes es equivocado. Al 
mantener la distinción entre capacidad absoluta y capacidad relativa omiten que, 
conforme a la CDPD, la capacidad jurídica es un derecho que se predica de todas las 
personas pues no depende de la capacidad mental; es decir, bajo ese modelo, la 
distinción entre capacidad absoluta y capacidad relativa deja de tener vigencia porque 
lo que varía es la intensidad de apoyos requeridos para ejercer la capacidad jurídica, 
que está dada por la capacidad mental, pero que de ninguna manera altera el 
reconocimiento del derecho. El derecho lo tenemos todos, pero las medidas para 
ejercerlo son diferenciales. 
 
Tampoco se explica la lectura que hacen los demandantes del artículo 12 de la CDPD. 
Del contenido de dicho artículo y de la Observación General al respecto, como se mostró 
previamente, se desprende que:  

(i) hay una diferenciación entre capacidad mental y capacidad legal, esta 
última se presume de todas las personas pues es un concepto independiente 
al primero;  

(ii) los instrumentos, como la interdicción, que anulan el derecho a la 
capacidad legal de las personas con discapacidad son contrarios a la 
CDPD, pues esta establece que los sistemas de apoyos individualizados son 
los que deben adoptarse para permitir que las personas manifiesten su 
voluntad;  

(iii) los apoyos son medidas para facilitar la toma de decisiones, no para 
reconocer la capacidad jurídica de las personas; 

(iv) las salvaguardas deben ser proporcionales a las necesidades de las 
personas, no deben ser medidas para suprimir el derecho a la capacidad 
jurídica; 

(v) a las personas con discapacidad debe garantizárseles los derechos a ser 
propietarias y heredar bienes, controlar sus propios asuntos económicos y 
tener acceso en igualdad de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y 
otras modalidades de crédito financiero 
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Contrario a los contenidos de la CDPD, los demandantes concluyen que dicho 
instrumento cobija a la interdicción como el mecanismo más adecuado para proteger a 
las personas con discapacidad, a pesar de saber que esa figura anula el derecho a la 
capacidad jurídica. Al respecto, en la Observación General el Comité afirma lo siguiente: 
 

Históricamente, a las personas con discapacidad se les ha negado en muchas 
esferas de una manera discriminatoria su derecho a la capacidad jurídica, en 
virtud de regímenes basados en la sustitución en la adopción de decisiones como 
la legislación sobre la salud mental, la tutela y la custodia que permiten el 
tratamiento obligatorio. Esas prácticas deben ser abolidas, a fin de que las 
personas con discapacidad recobren la plena capacidad jurídica en 
igualdad de condiciones con las demás. (pg.3) (negrillas propias) 

  
Sobre este argumento además hay que señalar que, contrario a lo que expresa la ley, los 
demandantes generalizan la situación de las personas con discapacidad pues presumen, 
por un lado, que todas las personas con discapacidad son incapaces de tomar decisiones 
–porque tratan de manera indistinta la capacidad legal de la capacidad mental- y, por 
otra parte, que los sistemas de apoyo son insuficientes, sin reconocer su carácter 
individualizado. Entonces, los argumentos de los demandantes parten de un supuesto 
equivocado pues al considerar que la medida idónea para proteger a las personas con 
discapacidad es la interdicción, desconocen el fundamento de la CDPD que es el 
reconocimiento de los derechos de esa población en condición de igualdad a las demás 
personas. 
 
En segundo lugar y ligado a lo anterior, los demandantes se equivocan en su 
tratamiento de la categoría de especial protección constitucional. Los demandantes 
tienen una aproximación paternalista respecto de dicha categoría que da lugar a que su 
objetivo constitucional se desdibuje. La especial protección constitucional, como señalé 
previamente, se refiere a la obligación del Estado de adoptar medidas para garantizar 
la igualdad efectiva de ciertas poblaciones históricamente discriminadas; por tanto, una 
medida como la interdicción, que no ofrece herramientas para remover las barreras 
que enfrentan las personas con discapacidad al momento de tomar decisiones, no está 
alineada con el objetivo de buscar la igualdad efectiva. La interdicción le quita a la 
persona la facultad de decidir sobre sus propios asuntos y la reduce a una situación 
donde sus preferencias y deseos están supeditados a un tercero. 
 
Bajo ningún punto de vista se entiende cómo privar a una persona de su derecho a la 
capacidad jurídica –como primera y única medida- puede llevar a proteger sus intereses 
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o a alcanzar la igualdad efectiva. Lo que sí es cierto es que evidencia un total 
desconocimiento del carácter social y dinámico de las discapacidades, y del alcance 
amplio de la Ley para cobijar tanto a los que requieren apoyos menos intensos, como a 
los que no pueden manifestar su voluntad, mediante un mecanismo que tiene en cuenta 
que para el goce de sus derechos se requiere atender a sus necesidades. 
 
Reconozco que así como hay casos que son susceptibles de mejoría o donde los apoyos 
necesarios son menos intensos, hay otros, donde es posible que la persona con 
discapacidad no pueda manifestar su voluntad; no obstante, los casos menos intensos 
o con posibilidad de mejoría no pueden ser regidos por los más graves, e igual en la ley 
estos últimos no están desamparados. La 1996 prevé mecanismos para los casos más 
intensos, a saber, la adjudicación judicial de apoyos a través de la solicitud de un tercero 
establecida en el art. 38. 
 
Finalmente, los demandantes aplican de manera equivocada el juicio de 
proporcionalidad. Los demandantes analizan la medida contenida en el artículo 6 de la 
Ley 1996, a saber, el que establece la presunción de capacidad. En primer lugar, la 
demanda se refiere en particular al aparte que reconoce la presunción incluso cuando 
se toman las decisiones sin apoyo; al respecto, señala el demandante que esto implica 
desproteger a las personas con discapacidad. No obstante, el demandante desconoce 
que (i) el derecho a la capacidad legal debe reconocerse de forma igualitaria, conforme 
a la CDPD y a la Constitución, y (ii) los apoyos son para ejercer el derecho, no para ser 
titular del mismo. Si una persona con discapacidad solo necesita apoyo para tomar 
ciertas decisiones, pero no para otras (por ejemplo, necesita apoyos para tomar 
decisiones sobre su patrimonio, pero no para modificar su estado civil) el Estado no 
puede obligarla a establecerlos de forma general, pues, además de ser una intromisión 
excesiva, no tiene en cuenta las necesidades y deseos particulares de cada persona. Así, 
el punto de partida es equivocado  porque trata de manera indistinta dos nociones que 
son diferentes, el derecho y su ejercicio. 
 
Además de lo anterior, la argumentación del demandante no es clara en relación con la 
proporcionalidad de la medida. La exposición que hace se refiere a sus consideraciones 
respecto a lo que cree que necesitan o de cómo deberían proceder las personas con 
discapacidad y sus apoyos, no presenta argumentos de constitucionalidad. Sin 
embargo, en gracia de discusión, quiero referirme a las salvaguardas dispuestas en la 
Ley 1996 de 2019 y a su constitucionalidad. 
El sistema de salvaguardas, alineado con lo dispuesto en la CDPD, no es un conjunto de 
medidas orientadas a privar a las personas con discapacidad del derecho a la capacidad 
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jurídica, sino a proteger sus derechos frente a arbitrariedades. Por ello, la Ley contiene 
las siguientes disposiciones: 
 

(i) servicio de valoración de apoyos, para establecer las necesidades de las 
personas con discapacidad (artículo 11 y siguientes); 

(ii) revisión de los apoyos cada cinco años (art. 18) 
(iii) utilización de acuerdos de apoyo como requisitos de validez de los actos 

jurídicos (art. 19); 
(iv) la adjudicación judicial de apoyos cuando la persona no puede expresar por 

ningún medio su voluntad (art. 38); 
(v) las inhabilidades para ser persona de apoyo (art. 49); 
(vi) la responsabilidad de las personas de apoyo (art. 50) 

 
La visión del demandante da cuenta del paradigma que hay que superar desde la 
aproximación del modelo social de la discapacidad con enfoque de derechos humanos: 
las personas con discapacidad enfrentan barreras que deben ser removidas, pero el 
Estado no puede asumir sus obligaciones frente a ellas desde el paternalismo y la 
presunción de que su situación de discapacidad es inherente y que en todos los casos 
no les permite tener preferencias, ni expresar su voluntad por ningún medio.  
 
3. Conclusiones y solicitud 
 
Lo que he presentado en este documento tiene como intención dar cuenta de que el 
marco de protección de las personas con discapacidad debe avanzar la inclusión real de 
las personas con discapacidad y debe estar acorde con los estándares internacionales, 
eso es lo que hace la Ley 1996 de 2019. A pesar de las dificultades conceptuales que 
trae el cambio de paradigma en la noción de capacidad jurídica, es necesario consolidar 
la nueva situación que trae la Ley demandada, pues es el mecanismo para proteger de 
mejor manera a las personas con discapacidad en el ejercicio de su derecho a la 
capacidad jurídica. 
 
Contrario a crear una situación de desprotección, la Ley 1996 ofrece mecanismos para 
que las personas con discapacidad puedan expresar sus preferencias y su voluntad, en 
lugar de que su consentimiento sea sustituido por un tercero como medida principal. 
La Ley 1996, además, avanza en reconocer que a pesar de las limitaciones en la 
capacidad mental, las personas con discapacidad tienen derecho a la personalidad 
jurídica y que una medida que sí promueve su igualdad efectiva es garantizar un 
sistema de apoyos para tomar decisiones, no privarlas de sus derechos. 
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Hablar en abstracto sobre la capacidad de las personas con discapacidad y asumir que 
la interdicción es la mejor firma de protegerlas desconoce que la discapacidad es 
dinámica, limita las capacidades de las personas de forma diferente, pero no 
necesariamente anula la voluntad de las personas; asimismo, pasa por alto que figuras 
como la interdicción, bajo la pretensión de protección, crean nuevos obstáculos para las 
personas con discapacidad quienes, por ejemplo, pueden necesitar apoyos para 
manejar su patrimonio, pero tienen claro que quieren casarse y formar una familia. 
Como lo señalé previamente, la existencia de casos en los que las personas no pueden 
expresar de ninguna manera su voluntad y consentimiento no debe ser el racero 
mediante el cual se regule la situación del resto de personas, pues conduce a las 
medidas más restrictivas de derechos. 
 
Teniendo como presupuesto lo que he presentado y con el fin de buscar mecanismos 
que permitan la inclusión efectiva de las personas con discapacidad, respetuosamente 
le solicito a la Honorable Corte Constitucional RECHAZAR las pretensiones de los 
demandantes y declarar EXEQUIBLES los apartes demandados de la Ley 1996 de 2019. 
 
De los Honorables Magistrados y Magistradas, 
 
 

 
Juanita María Goebertus Estrada 
C.C. 35221518 


